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Exp. 646/2017-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 646/2017.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTORA: ***** ***** ***** *******

	DEMANDADA: LA SECRETARIA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO.


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	


San Luis Potosí, S. L. P., a trece de diciembre del dos mil dieciocho. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 646/2017, promovido por la C. ***** ***** ***** *******, señalando como autoridad demandada a la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y 
R E S U L T A N D O

I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día diecisiete de abril de dos mil diecisiete, la C. ***** ***** ***** *******, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridad demandada a la  Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí y como acto impugnado el siguiente:
“El indebido cobro de impuestos estatales de tenencia vehicular por los años 2012 y 2013, junto con sus actualizaciones, recargos y multas.”

II.- En proveído de diecinueve de abril de dos mil diecisiete, se admitió a trámite la demanda, ordenándose correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta a la autoridad demandada, emplazándola, para que dentro del término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 69, de la ley de Justicia Administrativa del Estado vigente al momento de la presentación de la demanda, contestara lo que a su derecho conviniera. Por otra parte, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda. 
Tocante a la solicitud de suspensión del acto reclamado, se concedió la suspensión de los actos impugnados en lo que se refiere a las acciones de cobro que pretendiera realizar la autoridad demandada, de los impuestos estatales de tenencia 2012 y 2013, respecto del vehículo ***** *****  modelo ****, color *****, con número de serie ******************, para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el mismo estado hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio y no se iniciara el procedimiento administrativo de ejecución.
III.- En proveído de diecinueve de mayo de dos mil diecisiete, se acordó lo siguiente:

Se tuvo a la autoridad demandada por dando contestación a la demanda por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, por lo cual, con las copias simples de la contestación de cuenta y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos a que se refiere el artículo 79, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí y manifestara lo que a su derecho conviniera.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo, del artículo 74, de la Ley de Justicia Administrativa en el Estado, se le tuvo a la parte actora por ofrecidas y admitidas como pruebas de su parte, las documentales que acompañó a su escrito inicial de demanda y que detalla en los puntos 1, 2, 3, 4 y 5 del capítulo de pruebas de su demanda.
Al Procurador de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales que detalla en los puntos del 1, 2, 3, 4 y 5 del capítulo de pruebas de su contestación.
Por otra parte, debido a que la autoridad demandada por conducto del Procurador Fiscal compareciente, omitió exhibir la documental que refiere como documental pública sexta del capítulo de pruebas de su ofició de contestación de demanda, consistente en la copia certificada de la Responsiva de pagos de fecha seis de octubre del dos mil dieciséis; se le requirió a la enjuiciada a efecto de que en el término legal que le fue fijado exhibiera la documental antes señalada, apercibida que de no hacerlo se le tendría por no admitida la copia certificada de la Responsiva que señaló.
Por último, se fijaron las diez horas del nueve de junio del dos mil diecisiete, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 91, de Ley de Justicia Administrativa del Estado.

IV.- A través del auto de dos de junio de dos mil diecisiete, se tuvo a la autoridad demandada cumpliendo la prevención que le fue formulada en el acuerdo referido en el Resultando anterior, teniéndose por ofrecida y admitida la documental requerida y dejándose sin efecto el apercibimiento decretado en el auto en cita. Asimismo, se ordenó dar vista a la demandante con copia del oficio y su anexo en cita, a efecto de que manifestara lo que estimara conveniente en la audiencia de ley.
V.- En la fecha y hora indicadas en el último párrafo del Resultando “III”  de este fallo, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia del autorizado de la parte actora Licenciado ***** ***** ******** y se hizo constar que no asistió representante alguno de las autoridades demandadas. Enseguida la Secretaria General de Acuerdos dio cuenta con dos escritos originales firmados por la actora, mediante los cuales, en el primero de ellos, contesta la vista que se le dio por auto de fecha diecinueve de mayo de dos mil diecisiete y objeta en cuanto a su alcance y valor probatorio las documentales que detalla en el ocurso de cuenta; y en el segundo, en atención a la vista que se le dio mediante proveído de fecha dos de junio de dos mil diecisiete, objeta la autenticidad, contenido y firma de la probanza sexta del oficio de contestación demanda.
En ese orden de ideas y, toda vez que mediante el segundo escrito referido, la accionante negó la firma que aparece al calce de dicho documento y ofreció para probar su objeción la prueba pericial en grafoscopía, caligrafía y documentoscopía, formulando el cuestionario relativo a desahogarse; por lo tanto, se tuvo por ofrecida la prueba pericial descrita, y conforme a lo previsto en el artículo 82, de la ley procesal, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada con una copia del escrito y cuestionario inserto en el mismo para que en el término que le fue fijado adicionara el cuestionario correspondiente formulado por la impetrante y nombrara al perito correspondiente, apercibiéndole que de no nombrarlo, este Tribunal le designaría uno; además, se le señaló que en caso de omitir exhibir el documento debatido –responsiva de pagos-, se haría uso de los medios de apremio que señala el artículo 40, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado. Atento a lo anterior se tuvo como perito de la enjuiciante al C. ***** ***** **** ******** a quien debía presentar la oferente en el término de tres días hábiles a manifestar su aceptación y protesta de desempeñar el cargo conferido, de conformidad con el artículo 82, párrafo tercero, de la ley antes invocada y se ordenó a la Secretaria General de Acuerdos iniciara la audiencia de ley y desahogara las pruebas que resultaran pertinentes y hecho lo anterior suspendiera la audiencia. 

Enseguida la Secretaria General de Acuerdos en cumplimiento a lo antes ordenado dio lectura al escrito inicial de demanda, al de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas documentales ofrecidas por la parte actora. Se hizo constar que no se les desechó ninguna prueba. Acto seguido, en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo, dada su propia naturaleza. Enseguida se suspendió la audiencia a fin de que se llevara a cabo la tramitación de la prueba pericial ofrecida.
VI.- Mediante proveído de treinta de junio del dos mil diecisiete, se tuvo a la demandante solicitando que se le tuviera como nuevo perito de su parte al Licenciado ***** ***** **** ********, Perito Dictaminador en Documentoscopía y Grafoscopía, con registro ************, debido a que el diverso que señaló inicialmente le era imposible, por cuestiones de salud, acudir a aceptar el cargo conferido y realizar el peritaje que le fue encomendado. A virtud de lo cual, se le dijo a la actora que debería presentar al Perito propuesto ante este Tribunal, debidamente identificado con la credencial que le fue expedida y que lo acredita como Perito a efecto de que en el plazo que le fue fijado manifestara la aceptación y protesta de desempeñar el cargo conferido con arreglo a la ley, con el apercibimiento que de no hacerlo se le tendría por no admitida la prueba pericial ofrecida.
Por otra parte, se dio cuenta del oficio firmado por el  Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la enjuiciada, mediante el cual nombró al Perito de su parte; adicionó el cuestionario respectivo y exhibió la documental consistente en la responsiva de pagos materia de la prueba pericial; por tanto, se dejó sin efecto el apercibimiento que se le hizo por auto de nueve de junio del año en curso y se le dijo que una vez que transcurriera el término que le fue otorgado a la actora, se acordaría lo que en derecho procediera respecto del nombramiento del Perito realizado por su parte y de la adición al cuestionario y se ordenó guardar en el secreto del Tribunal el escrito que contiene la responsiva de pagos de fecha seis de octubre del dos mil dieciséis.

VII.- Por auto de ocho de agosto del dos mil diecisiete, se le hizo efectivo a la enjuiciante el apercibimiento formulado en el proveído de treinta de junio del año en curso y en consecuencia se le tuvo por no admitida la prueba en caligrafía documentoscopía y grafoscopica, ofrecida por la parte actora; ello, debido a que no presentó al perito señalado por su parte en el término que le fue fijado. 
Por otra parte, se fijaron las once horas del ocho de septiembre del dos mil diecisiete, para la continuación del desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 91, de la ley que rige el procedimiento contencioso administrativo.
VIII.- En la fecha y hora indicadas anteriormente, se dio continuación con el desahogo de la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el secretario de acuerdos dio cuenta con el estado de autos. En periodo de alegatos se dio cuenta de los que por escrito formuló la demandante y se certificó que estos no fueron presentados por la autoridad demandada; se dio por concluida la audiencia y se citó para resolver.  
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción III, 9º fracción III, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete; y en el caso de este expediente, relativo a una controversia administrativa suscitada entre un particular y autoridades de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción, le compete conocer y resolver al tratarse de la nueva autoridad facultada en la materia, conforme a lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo cual se hará acorde a las disposiciones aplicables de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, en razón de que constituye el ordenamiento jurídico vigente al momento de haberse iniciado el procedimiento jurisdiccional y hasta su conclusión definitiva.

SEGUNDO.- En cuanto a la legitimación de las partes que intervienen en el presente juicio, la parte actora comparece por su propio derecho, acreditando su interés jurídico y legítimo con la exhibición de la cotización con número de folio ******** expedida a su nombre -***** ***** ***** *******- por parte de la Oficina Recaudadora de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado con fecha 28 de febrero de 2017 –visible en el folio de 20 de autos-, según se desprende de los hechos narrados en el escrito inicial de demanda; con relación al vehículo ***** *****  marca **** ****** ** ** ** (antes **** **** ** ** **) Línea ****, modelo ****, serie ****************, placas ********* y respecto del cual, la parte actora acreditó su propiedad mediante la exhibición de la copia certificada de la factura * *** ***** expedida por la empresa ********* ******* ** ** ** de fecha ocho de septiembre de 2010, así como copia certificada de la tarjeta de circulación del citado vehículo –que obran agregadas a fojas 16 y 18 del expediente en que se actúan-, de cuyo contenido se desprende que en dichos documentos aparece como propietaria del vehículo referido la hoy actora C. ***** ***** ***** *******, de ahí que resulta innegable que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio. 
Tocante a la autoridad demandada; compareció a dar contestación a la demanda el C. ***** **** ******** ******, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del Director General de Ingresos de la citada Secretaria, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo el 35, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 38 del expediente en que se actúa.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 90, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 388, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo -de acorde a lo que dispone el ordinal 32 de la primera ley citada-.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del cobro correspondiente al impuesto estatal de tenencia vehicular de los ejercicios 2012 y 2013, junto con sus actualizaciones, recargos y multas del vehículo ***** *****  marca **** ****** ** ** ** (antes **** **** ** ** **) Línea ****, modelo ****, serie ****************, placas *********, según se desprende de la cotización con folio ********, expedida con fecha veintiocho de febrero de dos mil diecisiete.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la enjuiciante en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 46 y 47, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del mismo, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
La autoridad demandada por conducto del Procurador Fiscal, de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, hace valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 46, fracción X, y 47, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; la cual se refiere a la improcedencia del juicio contencioso administrativo cuando se controvierten actos y resoluciones distintas a las mencionadas en el diverso 19 la ley en cita.

Ello, en razón de que en consideración de la autoridad demandada la cotización exhibida por la parte actora, no se ubica en ninguna de las hipótesis prevista en el artículo 19, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, toda vez que dicho documento consiste en una “HOJA DE AYUDA PARA TRÁMITE DE CONTROL VEHICULAR, LA CUAL TIENE FINES INFORMATIVOS” y se extiende a solicitud del contribuyente que pretende autoliquidar el pago del impuesto; lo cual no implica una actividad fiscalizadora o de ejecución ni constituye un requerimiento de pago o una resolución determinante de un crédito fiscal.

Al respecto; en el presente caso, la causal de improcedencia que se invoca por la autoridad demandada es infundada en atención a las siguientes consideraciones:

Efectivamente, ha sido criterio reiterado de este Tribunal, que dichas actuaciones de la autoridad fiscal, por si mismas no constituyen una resolución definitiva que se hubiera emitido en ejercicio de sus atribuciones en materia de fiscalización o de cobro coactivo; u otras de carácter análogo, que al dictarse hayan puesto fin a un procedimiento o resuelto una instancia en agravio directo al contribuyente; toda vez que este tipo de documentos –cotizaciones- se expiden generalmente con fines informativos relacionados con algún tipo de trámite de carácter fiscal.

Incluso la demandante, refiere lo anterior, en su capítulo de hechos, al señalar textualmente lo siguiente:
“…

2.- El día 7 de octubre del año 2016, ante la Secretaría de Finanzas del Estado, hice el cambio de propietario y de placas, motivo por el cual me fueron expedidas nuevas placas número *********, y la tarjeta de circulación a mi nombre, tal cual se desprende del (ANEXO 2), para realizar este trámite me fue requerido, un comprobante de domicilio, copia de identificación oficial vigente con fotografía, y los últimos cinco comprobantes del pago de impuesto tenencia, en original y copia para su cotejo.
3.- Con fecha 28 de Febrero del año que transcurre (2017 sic), fui a una de las oficinas recaudadoras de la Secretaría de Finanzas para pagar los derechos vehiculares de mi vehículo, para aprovechar el descuento que ofrece para pagar el citado impuesto, vigente durante los tres primeros meses del año, sin embargo, al llegar a la caja, la persona que me atendió me comunicó que, debía pagar $************ (****** ****** ****** *********** ******* ******* *****, moneda nacional), por concepto de impuestos estatales de tenencia de los años 2012 y 2013, así como de sus accesorios (actualización, recargos y multas).
Por más que le explique a la persona que amablemente me atendió, que dichos impuestos estaban cubiertos al 100%, tal cual se acredita con los anexos 4 y 5, se limitó a decirme que el sistema le mostraba el adeudo, acto continuo, no me permitió realizar mi pago de derechos vehiculares 2017, motivo por el cual perdí la oportunidad de pagarlo a tiempo y con el descuento ofertado por la propia Demandada, tal cual se acredita con el (ANEXO 3),
…”

(SIC)
Sin embargo, es de advertirse que en la presente controversia, que dicho documento –cotización- si bien es cierto, se expidió con fines informativos -como se asienta en su encabezado-; también lo es que el mismo se encuentra vinculado a:

1) La realización de un trámite previo de control vehicular de fecha 7 de octubre de 2016, consistente en cambio de propietario y de placas para lo cual se anexo la documentación requerida por la autoridad fiscal. Hecho que afirma la demandante y que también es reconocido por la enjuiciada al momento de formular su contestación de demanda.
2) La suscripción de una responsiva de pagos de fecha seis de octubre de dos mil dieciséis que exhibió la propia autoridad demandada como prueba de su parte (documental pública sexta) –visible en el folio 52 de autos- mediante la cual se asentó que en caso de que los recibos de pago de tenencias vehiculares -*******, ********* y *********, correspondiente a los años 2011, 2012 y 2013, respectivamente- resultaran no ser auténticos y legítimos, se comprometía a cubrir el importe de cada uno de ellos con los accesorios correspondiente.
3) El impedimento para realizar el pago de derechos de control vehicular 2017 perdiéndose la oportunidad de la aplicación del descuento ofrecido por la autoridad demandada.
Aquí cabe destacarse que fue la propia enjuiciada quién al momento de formular su contestación de demanda, cuando refutaba el segundo concepto de impugnación de la accionante, quien manifestó que la actora al momento de realizar el trámite de alta en el padrón vehicular del estado -siete de octubre de dos mil dieciséis- firmó una responsiva de pagos en la que asentó que en caso de que los recibos de pago *******, ********* y ********* resultaran que no ser auténticos y legítimos, se comprometía cubrir el importe de cada uno de ellos con los accesorios correspondientes; es decir, reconoce que a través de esa responsiva pretendió darle una carga fiscal a la impetrante.

Por otra parte, también debe resaltarse que respecto de lo puntualizado en el anterior inciso 3), la impetrante narró en el hecho “3” de su escrito inicial de demanda, que el 28 de febrero de 2017 –fecha en la que se emitió el documento debatido- cuando acudió a pagar los derechos vehiculares de su vehículo, la persona que lo atendió le informó que debía pagar $********* y sus accesorios; precisando además que no se le permitió realizar su pago de derechos vehiculares correspondiente al año en cita.
En relación con lo anterior, cuando contestó la demanda la enjuiciada, únicamente manifestó lo siguiente:
“TERCERO.- Para concluir con el presente capítulo debe decirse sobre lo referido en el punto “3” es FALSO lo cierto es, que como se puede observar en la constancia que anexa como prueba señalada en la constancia que anexa como prueba señalada DOCUMENTAL PÚBLICA TERCERA de fecha 28 de febrero de 2017, se emitió la “HOJA DE AYUDA PARA TRAMITE DE CONTROL VEHICULAR ÚNICAMENTE CON FINES INFORMATIVOS”, DE LA CAUL SE DESPRENDE LA CANTIDAD A PAGAR DE $*********…por concepto de canje anual 2012, 2013 y 2017, Impuesto Estatal de Tenencia 2012, 2013 y 2017, formas de preliquidación y asistencia social.”

De lo trasunto, se desprende que si bien la enjuiciada señaló de manera genérica que todo lo narrado por la impetrante en el hecho “3” del escrito inicial de demanda, era falso; lo cierto es que únicamente manifestó que de la documental referida –hoy documento debatido- se desprendía una cantidad a pagar; por lo que a consideración de este Juzgador, no hizo realmente un argumento de porque resultaba falso el que no se le haya permitido el pago del impuesto sobre la tenencia 2017, ni afirmó que –contrario a lo argumentado por la demandante- sí se le había permitido hacer el pago de ese año, o que hubiere acreditado que si realizó el pago.
En consecuencia, de conformidad con el artículo 69, tercer párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí
, la afirmación de la impetrante en el sentido de que se le negó realizar el pago del Impuesto Estatal de Tenencia de 2017, es presuntamente cierto; ya que en la especie, no obra en autos documental–ni la enjuiciada ofreció alguna- de la que se pudiera desprender que a la impetrante sí se le permitió hacer el pago referido.

De ahí que la cotización referida, hoy impugnada, -en la especie, al relacionarla con la responsiva de pagos referida y la negativa de pago por parte de la enjuiciada-, constituye un acto de autoridad, porque constriñe al gobernado a cumplir con un mandato que es el cubrir el pago de la tenencia del ejercicio 2012 y 2013, como condición para que la hoy imperante pagara el correspondiente al año 2017 (derechos vehiculares). 
Refuerza lo anterior, en lo conducente, la jurisprudencia número 2a./J. 182/2008, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXVIII, Diciembre de 2008; Pág. 294. 2a./J. 182/2008 . Registro No. 168 248

TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL RECIBO DE PAGO RELATIVO NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el recibo de pago de un tributo no constituye un acto de autoridad para los efectos del juicio de amparo, pues lo único que acredita es la existencia de un acto de autoaplicación de la ley relativa. Asimismo, ha precisado que el recibo de pago del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos solamente constituye el medio idóneo para acreditar el cumplimiento de la obligación correspondiente, pero no un acto de autoridad imputable a la autoridad fiscal. Conforme a lo anterior, las circunstancias particulares que hayan provocado el pago del impuesto indicado, consistentes en que al contribuyente, al acudir ante la autoridad a realizar algún trámite administrativo vinculado con la circulación del automóvil, se le haya determinado un adeudo por concepto de tenencia o uso de vehículos condicionando la prestación del servicio administrativo al pago correspondiente, en cumplimiento de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, no desnaturaliza al recibo de pago en sí mismo, convirtiéndolo en esas circunstancias en un acto de autoridad para los efectos del juicio de amparo, sino que éste sigue conservando la naturaleza de un mero medio para acreditar el cumplimiento de la obligación tributaria. Lo anterior no implica desconocer que la negativa de la autoridad de proporcionar los servicios administrativos vinculados con la circulación de vehículos, por existir un adeudo relacionado con el impuesto aludido, así como la determinación del monto a pagar, son actos de autoridad para efectos del juicio de amparo.
Contradicción de tesis 143/2008-SS.

Tesis de jurisprudencia 182/2008.

De ahí que el acto controvertido se ubica en la hipótesis señalada en la fracción II, del numeral 19, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado
, y por consiguiente, resultan infundadas las causales de improcedencia y sobreseimiento invocadas por la enjuiciada.

En ese tenor de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 46 y 47, de la Ley de Justicia, este Juzgador practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizara alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a fojas 7 a la 13 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- El demandante, entre otros argumentos, manifiesta que resulta ilegal el que la enjuiciada le pretenda el cobro de los impuestos estatales de tenencia correspondiente al ejercicio 2012 y 2013, que fueron pagados el 23 de julio de 2013 en las oficinas recaudadoras de la Delegación Azcapotzalco, Ciudad de México, y por lo tanto que no existen razones, ni lógicas ni jurídicas, ni preceptos legales que justifiquen el cobro que pretende realizar dicha autoridad.
A juicio del Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación en estudio, resulta parcialmente fundado pero suficiente, para conceder la nulidad del acto impugnado, en razón de las consideraciones siguientes:
Se tiene a la vista la cotización con número de folio ******** –visible en el folio 20 de autos-, del que se desprende que la autoridad pretendió realizar el cobro de lo siguiente:

	Año
	Conceptos
	Importe total

	2012
	Canje Anual e Impuesto Estatal de Tenencia
	$*********

	2013
	Canje Anual e Impuesto Estatal de Tenencia
	$*********

	2017
	Canje Anual, Formas Preliquidación y Asistencia Social
	$*********


Se precisa, que la accionante únicamente controvierte los cobros relacionados con los años 2012 y 2013; sin que argumente ilegalidad alguna sobre el diverso 2017, por lo que queda intocada la parte relativa de esa cotización.
En ese orden de ideas, para una mejor comprensión del asunto, se estima oportuno señalar los antecedentes del caso, que se desprenden de las constancias de autos, siendo los principales los siguientes:
1.- Según lo manifestado por la autoridad demandada al contestar la demanda; la ahora actora acudió a la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado a realizar el trámite consistente en cambio de propietario y placas relativos al vehículo ***** *****  marca **** ****** ** ** ** (antes **** **** ** ** **) Línea ****, modelo ****, serie ****************, proveniente de una diversa entidad federativa, a saber, el Distrito Federal (ahora Ciudad de México).
2. Con fecha 7 de octubre de 2016 la hoy actora realizó ante la demandada el pago de $*********, respecto del vehículo en referencia, por los conceptos siguientes: a) Alta de vehículo usados P.O. Estado; b) Cambio d/propietario; c) Baja de placas/c. ent. Federativa; d) Verificación de pago (s) otro estado; e) Formas de preliquidación; f) Comisión Bancaria y g) Asistencia Social.

3. Conforme a lo manifestado por la demandada; la parte actora anexó dentro del trámite señalado en el punto anterior, los recibos de pago de tenencia vehicular números ********* y *********, correspondientes a los ejercicios 2012 y 2013, respectivamente –los cuales son visibles en el folio 21 de autos-; expedidos por la Tesorería de la Secretaria de Finanzas de la Ciudad de México, para acreditar el pago del impuesto en la ahora Ciudad de México.

4. Por tratarse de un vehículo proveniente de otra entidad federativa, la autoridad demandada llevó a cabo la verificación de los recibos de pago de tenencia vehicular referidos, ante la Secretaria de Finanzas, Tesorería del Distrito Federal Subtesorería de Administración Tributaria de la Ciudad de México; quien con fecha 14 de noviembre de 2016, respondió que respecto al vehículo en referencia solamente se había realizado el pago de tenencia del ejercicio 2014, sin que se encontraran registrados los pagos del año 2012 y 2013.

5. En base a la validación emitida por la Secretaria de Finanzas, Tesorería del Distrito Federal Subtesorería de Administración Tributaria de la Ciudad de México, la ahora demandada presume que no se encuentran cubiertos los pagos del impuesto estatal de tenencia de los años 2012 y 2013, en relación al vehículo cuyos datos han quedado establecidos, circunstancia que se puso del conocimiento de la ahora actora mediante la cotización con folio ********, en donde se pretende la recaudación de dichas contribuciones.
6. La hoy impetrante pretendió pagar los derechos vehiculares del año 2017, y la enjuiciada no se lo permitió.
Ahora, como se había señalado anteriormente, la Litis en este juicio consiste en si resulta legal o no, el que la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, pretenda el cobro del Impuesto Estatal Sobre Tenencia o Uso Vehicular de los ejercicios 2012 y 2013; por lo que para poder resolverse la presente controversia resulta necesario hacer un breviario relativo a: A. Los impuestos y sus elementos esenciales; y B. Sobre el Impuesto Sobre Tenencia o Uso Vehicular; mismos que se desarrollan a continuación.
A. Los impuestos y sus elementos esenciales.

En primer término, de manera general podemos señalar que desde tiempos pretéritos, las Constituciones del mundo han puesto especial énfasis en establecer limitaciones al poder público, que se plasman en diversos principios que deben seguir las contribuciones, ante la necesidad de protección al derecho de propiedad privada de los gobernados. Estos principios no sólo actúan como límites, sino que también dan sus notas distintivas a las obligaciones públicas denominadas contribuciones o tributos.

En nuestro país, el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, regula los principios que deben regir a las contribuciones tanto en nivel federal como en el del Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el cual dispone:

"Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

...

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del Distrito Federal o del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes."

El precepto anterior consagra los principios constitucionales tributarios de reserva de ley, destino al gasto público, proporcionalidad y equidad, los cuales además de ser garantías individuales, enuncian las características que pueden llevarnos a construir un concepto jurídico de tributo o contribución con base en la Norma Fundamental, las cuales se señalan a continuación:

a) Toda contribución tiene su fuente en el poder de imperio del Estado.

b) Constituyen prestaciones en dinero y excepcionalmente en especie o en servicios.

c) Sólo se pueden crear mediante ley.

d) Se encuentran afectos a fines esencialmente recaudatorios, es decir, tienen por destino el gasto público sin que se niegue la posibilidad de servir a propósitos de política económica.

e) Los criterios de justicia tributaria son el de proporcionalidad o capacidad contributiva y el de equidad.

De acuerdo con estas características previstas por la Norma Fundamental, podemos esbozar un concepto jurídico de las contribuciones o tributos que resulte aplicable a todos los niveles de gobierno, al cual se le puede definir como un ingreso de derecho público -normalmente pecuniario- destinado al financiamiento de los gastos generales, obtenido por un ente de igual naturaleza -Federación, Distrito Federal, Estados o Municipios-, titular de un derecho de crédito frente al contribuyente cuya obligación surge de la ley, la cual debe gravar un hecho indicativo de capacidad económica, dando un trato equitativo a todos los contribuyentes.

Una vez fijado un concepto constitucional de contribución o tributo, tenemos que éste se conforma de distintas especies que comparten una configuración estructural compuesta por sus elementos esenciales, los que, por un lado, permiten, mediante su análisis integral y armónico determinar su naturaleza, y por el otro, constituyen el punto de partida para el análisis de su adecuación al marco jurídico constitucional que los regula.

Dichos elementos esenciales de la contribución, reconocidos tanto doctrinalmente como en el derecho positivo, consisten en el sujeto, hecho imponible, base imponible, tasa o tarifa y época de pago.
Así, aun cuando tanto el Código Fiscal de la Federación –y en la especie la -Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí
- señalan como elementos del tributo al sujeto, objeto, base, tasa o tarifa, debe entenderse que el término "objeto", se refiere a un aspecto más complejo de los elementos del tributo, denominado hecho imponible y, en particular, a su aspecto objetivo, es decir, a la riqueza manifestada a través de la realización del supuesto previsto en ley.

Dichos conceptos pueden explicarse de la manera siguiente:

a) Sujeto: La persona física o moral que actualiza el hecho imponible, quedando vinculada de manera pasiva en virtud del nacimiento de la obligación jurídico-tributaria;

b) Hecho imponible: Es el presupuesto de naturaleza jurídica o económica fijado por la ley para configurar cada tributo y de cuya realización depende el nacimiento de la obligación tributaria.
El hecho imponible constituye el hecho definidor o configurador que identifica a cada tributo, más aún, que legitima la imposición, en cuanto que sólo por su realización puede producirse la sujeción al tributo y será lícita su exigencia.

En efecto, el hecho imponible debe ser, en todos los casos, un elemento fijado por la ley; se trata siempre de un hecho de naturaleza jurídica, creado y definido por la norma, y que no existe hasta que ésta lo ha descrito o tipificado.

Este elemento es de naturaleza compleja y el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 351/97, estableció que se compone de los siguientes aspectos:

"En cuanto a la estructura del hecho imponible, la doctrina distingue dos elementos: el subjetivo y el objetivo.

El elemento subjetivo es la relación, preestablecida también por la ley, en la que debe encontrarse el sujeto pasivo del tributo con aquel primer elemento (objetivo) a fin de que pueda surgir frente a él el crédito impositivo del ente público.

Por su parte, el elemento objetivo del hecho imponible (o presupuesto objetivo) es un acto, un hecho o una situación de la persona o de sus bienes que puede ser contemplado desde varios aspectos (material, espacial, temporal y cuantitativo).

El aspecto material o cualitativo indica el hecho, acto, negocio o situación que se grava, y que en los sistemas tributarios desarrollados suele encontrarse en estrecha relación con un índice de capacidad económica, como la renta, el patrimonio o el consumo.

Para fines ilustrativos, se puede señalar el siguiente esquema de supuestos:

1o. Un acontecimiento material o un fenómeno de consistencia económica, tipificado por las normas tributarias y transformado, consiguientemente, en figura jurídica dotada de un tratamiento determinado por el ordenamiento positivo.

2o. Un acto o negocio jurídico, tipificado por el derecho privado o por otro sector del ordenamiento positivo y asumido como hecho imponible por obra de la ley tributaria.

3o. Un Estado, situación o cualidad de la persona.

4o. La actividad de una persona no comprendida dentro del marco de una actividad específica jurídica.

5o. La mera titularidad jurídica de cierto tipo de derechos sobre bienes o cosas, sin que a ello se adicione acto jurídico alguno del titular.

El aspecto espacial expresa el lugar de realización del hecho imponible, lo que será relevante en el ámbito internacional para determinar el ente público impositor, dada la vigencia del principio de territorialidad y su correlativo de residencia efectiva. También en el ámbito interno es significativo, deslindando competencias entre los entes territoriales (Federación, Estados, Distrito Federal y Municipios), atendiendo normalmente al lugar de residencia de la persona en los impuestos personales, al de radicación de los bienes cuando gravan éstos y al de celebración o efectos de los actos y contratos cuando tienen éstos por objeto.

El aspecto cuantitativo indica la medida, el grado o la intensidad con que se realiza el hecho imponible, siempre que se trate de tributos variables, cuyos presupuestos de hecho son susceptibles de realizarse en distinta medida (por ejemplo, nivel de renta obtenida, valor de un bien transmitido o de un patrimonio, etc.). Por contra, los tributos fijos presentan hechos imponibles sin posibilidad de graduación, no encerrando este aspecto (por ejemplo, los derechos por el otorgamiento de una certificación).

Finalmente, el aspecto temporal manifiesta el momento de realización del hecho imponible, dando lugar a la división entre tributos instantáneos y periódicos. En los primeros, es posible identificar el instante concreto en que el hecho imponible se realiza (por ejemplo, transmisión de un bien mediante escritura pública), mientras que en los segundos el hecho se produce de forma continuada o ininterrumpida en el tiempo, con tendencia a reproducirse, por lo que no es posible aislar un instante concreto como momento de realización (por ejemplo, titularidad de un bien inmueble). En estos últimos, no podría exigirse el tributo hasta que no cesara el hecho, y por ello la ley crea la ficción de fraccionar esa continuidad en periodos impositivos, entendiendo que en cada uno de ellos se realiza íntegramente el hecho imponible y surge la obligación tributaria, con autonomía e independencia respecto a las de periodos anteriores y posteriores."

c) Base imponible: El valor o magnitud representativo de la riqueza constitutiva del elemento objetivo del hecho imponible que sirve para la determinación líquida del crédito fiscal, una vez que se aplica a dicho concepto la tasa o tarifa;

d) Tasa o tarifa: Es la cantidad porcentual o determinada que se aplica sobre la base imponible para efecto de obtener como resultado la determinación del crédito fiscal; y,

e) Época de pago: Momento o plazo dentro del cual la obligación es exigible y, por tanto, debe ser cubierta por el sujeto pasivo de la obligación tributaria.

Ahora bien, aun cuando los mencionados componentes de los tributos son una constante estructural, su contenido es variable, presentándose de manera distinta, dependiendo de qué tipo de contribución se analice, dotando a su vez de una naturaleza propia a cada tributo.

Debe destacare que el hecho imponible de las contribuciones reviste un carácter especial entre los componentes que integran el tributo, toda vez que constituye el presupuesto para el nacimiento de la obligación tributaria.
B. Sobre el Impuesto Sobre Tenencia o Uso Vehicular.

Es un hecho notorio
 para este Juzgador que el impuesto relativo a la tenencia o uso de vehículos, era hasta recientemente una contribución federal, que tuvo origen en la “Ley del Impuesto Sobre Tenencia o Uso de Vehículos”, que fue publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 30 de diciembre de 1980 -apenas abrogada a partir del 1° de enero de 2012, por decreto publicado el 21 de diciembre de 2007-; debiéndose destacar que el artículo 1° de la misma, en el momento de su publicación y antes de su derogación, establecían lo siguiente:

	AL MOMENTO DE SU PROMULGACIÓN (1° DE DICIEMBRE DE 1980)
	AL MOMENTO DE SU ABROGACIÓN (A PARTIR DEL 1° DE ENERO DE 2012, POR DECRETO PUBLICADO EL 21 DE DICIEMBRE DE 2007.

	“Artículo 1o.- Están obligadas al pago del impuesto establecido en esta Ley, las personas físicas y las morales tenedoras o usuarias de los vehículos sujetos a registro en los términos de la Ley de Registro Federal de Vehículos
.

Para los efectos de esta Ley, se presume que el propietario es tenedor o usuario del vehículo.

Los contribuyentes pagarán el impuesto por año de calendario durante los dos primeros meses ante las oficinas autorizadas…”
	“Artículo 1o.- Están obligadas al pago del impuesto establecido en esta Ley, las personas físicas y las morales tenedoras o usuarias de los vehículos a que se refiere la misma.

Para los efectos de esta Ley, se presume que el propietario es tenedor o usuario del vehículo.

Los contribuyentes pagarán el impuesto por año de calendario durante los tres primeros meses ante las oficinas autorizadas…”


De lo trasunto se puede desprender meridianamente que el objeto de ese impuesto era, ante todo, gravar, el tener o usar algún vehículo, es decir este era el hecho imponible. 
Debiéndose destacar por su relevancia que el artículo 16, de la Ley del Impuesto Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, contenida en el Capítulo IV, denominado “Participaciones a las Entidades Federativas”, al momento de su promulgación, establecía lo siguiente:

“ARTÍCULO 16.- Los Estados adheridos al Sistema Nacional de Coordinación Estatal no mantendrán en vigor impuestos locales o municipales sobre tenencia o uso de vehículos.

El Distrito Federal no establecerá ni mantendrá en vigor los gravámenes a que se refiere este artículo.”

Es decir, la propia ley estableció que los estados, municipios y Distrito Federal, no debían tener impuestos que sobre la misma materia (Tenencia y Uso Vehicular).
Sin embargo, en la evolución de ese impuesto, se dio el fenómeno que a pesar de que era una contribución federal, era administrado en su totalidad por las entidades federativas y el 100% de su recaudación pertenecía a las mismas.
En tal virtud, los legisladores en el año 1995, plantearon un “DECRETO POR EL QUE SE EXPIDEN NUEVAS LEYES FISCALES Y SE MODIFICAN OTRAS”; en el que en la exposición de motivos correspondiente a ese decreto, entre otras propuestas, estaba:

“I) Eliminación de la exclusividad de la Federación para establecer gravámenes sobre tenencia o uso de vehículos
El impuesto federal sobre la tenencia o uso de vehículos es administrado por cada entidad federativa cuyos habitantes se benefician del 100% de los recursos generados por este impuesto. Se propone que las entidades puedan imponer, a partir de 1997, tasas locales adicionales al gravamen federal, que ya hoy recaudan en su totalidad.

Es importante recordar que actualmente las entidades ya pueden establecer impuestos locales por tenencia o uso de vehículos que tengan más de 10 años de antigüedad.

…”
El anterior proceso legislativo, concluyó en la expedición del “DECRETO POR EL QUE SE EXPIDEN NUEVAS LEYES FISCALES Y SE MODIFICAN OTRAS”, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 15 de diciembre de 1995, en dónde se reformó el artículo 16, de la Ley del Impuesto Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, para quedar como sigue:

“Artículo 16. Las entidades federativas podrán establecer impuestos locales o municipales sobre tenencia o uso de vehículos sin perjuicio de continuar adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal." 

Es decir, a partir de esa reforma
, se permitía que las entidades federativas establecieran impuestos locales o municipales sobre sobre tenencia o uso de vehículos sin perjuicio de continuar adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 

Continuando con el estudio de la evolución del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículo, los legisladores como parte de una iniciativa en el 2007 para fortalecer el federalismo fiscal, propusieron entre otras cuestiones la abrogación de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículo
, debido a que:

“La dependencia de las transferencias federales aunada a los pocos incentivos que éstas dan para que las entidades incrementen sus ingresos propios, han provocado que dichos ingresos se hayan mantenido constantes en cerca de 0.9% como proporción del Producto Interno Bruto a través del tiempo ya que actualmente representan poco menos del 10% de sus ingresos totales con excepción del Distrito Federal. Al mismo tiempo, existe una gran heterogeneidad entre la importancia y peso de cada uno de los distintos tipos de ingresos locales (por ejemplo impuestos, aprovechamientos, derechos y contribuciones de mejoras) en cada entidad federativa, lo cual demuestra que no existe una historia de éxito común al respecto.

Aunque no existe un patrón común de ingresos propios entre las entidades, sin incluir el Distrito Federal, en general, aproximadamente el 40% de dichos ingresos son tributarios. De éstos, aproximadamente el 60% proviene de los impuestos a la tenencia o uso de vehículos y del impuesto sobre automóviles nuevos, los cuales aunque técnicamente no son ingresos propios ya que provienen de leyes federales, las entidades administran la totalidad de esos impuestos y el 100% de su recaudación es percibido por ellas. Por su parte, el otro 40% de los ingresos tributarios locales proviene principalmente de los impuestos locales sobre nóminas y hospedaje. Finalmente, el remanente de los ingresos propios proviene de derechos, aprovechamientos, contribuciones, utilidades de inversiones, intereses y venta de bienes muebles e inmuebles.

…

De igual forma y como otra medida de fortalecimiento del sistema federalista mexicano, se plantea abrogar la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos…Ello, sin perjuicio de que las entidades federativas que así lo estimen conveniente podrán establecer este tipo de contribución con la plena libertad de determinar sus características esenciales y demás requisitos y condiciones que consideren pertinentes, tal y como actualmente acontece.
Ahora bien, con el objeto de que las entidades federativas no sufran un impacto inmediato en sus haciendas públicas, la presente Iniciativa contempla que la abrogación de referencia entre en vigor a partir del 1 de enero del año 2014. Lo anterior, en el entendido de que en caso de que, en términos de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos vigente, las entidades federativas establezcan impuestos locales sobre tenencia o uso de vehículos respecto de vehículos por los que se deba cubrir el impuesto federal contemplado en la ley que se plantea abrogar, se suspenderá el cobro del impuesto federal correspondiente en la entidad federativa de que se trate, a fin de evitar una duplicidad del impuesto.”
La anterior propuesta concluyó en la promulgación del “Decreto por el que se reforman, adicionan, derogan y abrogan diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos y de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios”, que fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de diciembre de 2007, y que en sus artículos Tercero y Cuarto, establecieron lo siguiente:
“ARTÍCULO TERCERO.- Se ABROGA la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 1980.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS

ARTÍCULO CUARTO.- El artículo tercero de este Decreto entrará en vigor el 1o. de enero de 2012.

En caso de que, en términos de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos vigente hasta el 31 de diciembre de 2011, antes de la fecha señalada en el párrafo anterior las entidades federativas establezcan impuestos locales sobre tenencia o uso de vehículos respecto de vehículos por los que se deba cubrir el impuesto federal contemplado en la ley que se abroga, se suspenderá el cobro del impuesto federal correspondiente en la entidad federativa de que se trate.
Las obligaciones derivadas de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos que se abroga conforme al artículo anterior de este Decreto, que hubieran nacido durante su vigencia por la realización de las situaciones jurídicas previstas en dichos ordenamientos, deberán ser cumplidas en las formas y plazos establecidos en los mismos y en las demás disposiciones aplicables.”
De los dispositivos legales transcritos, se desprende que:
· Se abrogaría la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 1980, lo que entraría en vigor, el 1° de enero de 2012; es decir, que continuaría vigente hasta el 31 de diciembre de 2011.

· Si las entidades federativas establecían impuestos locales sobre tenencia o uso de vehículos respecto de vehículos por los que se deba cubrir el impuesto federal contemplado en la ley en estudio, se suspendería el cobro del impuesto federal correspondiente en la entidad federativa de que se trate.

Por lo tanto, a partir del 1° de enero de 2012, el Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, se convirtió de un impuesto federal a estatal.
Una vez estudiado lo relativo a la contribución federal, establecida en la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos ya abrogada, resulta necesario enfocarnos a las disposiciones correspondientes de dicho impuesto a nivel estatal, en la hoy Ciudad de México y San Luis Potosí, vigentes en los años 2012 y 2013, ya que son los periodos cuyo cobro se pretende en el acto impugnado.
Así, en la Ciudad de México, en los años 2012 y 2013, en lo relativo al Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, el entonces Código Fiscal del Distrito Federal –ahora Código Fiscal de la Ciudad De México-, disponían lo siguiente:
	Para el año 2012*
Última reforma publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 30 de diciembre de 2011.*
	Para el año 2013*
Última reforma publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 31 de diciembre de 2012.*

	CAPITULO VI

Del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos

ARTICULO 160.- Están obligadas al pago del impuesto establecido en este Capítulo, las personas físicas y las morales, tenedoras o usuarias de los vehículos, a que se refiere el mismo, siempre que el Distrito Federal expida las placas de circulación a dichos vehículos en su jurisdicción territorial.

Para los efectos de este impuesto, se considera que el propietario es tenedor o usuario del vehículo.

Las autoridades competentes solamente registrarán vehículos cuyos propietarios se encuentren domiciliados en el territorio del Distrito Federal.

Son responsables solidarios del pago del impuesto:

I. Quienes por cualquier título, adquieran la propiedad, tenencia o uso del vehículo, hasta por el monto del impuesto que, en su caso, existiera;

II. Quienes reciban en consignación o comisión, para su enajenación, los vehículos a que se refiere este Capítulo, hasta por el monto del impuesto que se hubiese dejado de pagar, y

III. Los servidores públicos que en ejercicio de sus funciones, autoricen altas o cambio de placas, sin cerciorarse del pago del impuesto, relativo a los últimos cinco años.

En el caso de robo o pérdida total por accidente de vehículos matriculados en el Distrito Federal se causará la parte proporcional del impuesto anual hasta el mes en que se reporte su baja, conforme a la siguiente:

TABLA:

Mes de Baja
Factor aplicable al impuesto anual

Enero




0.08

Febrero




0.17

Marzo




0.25

Abril




0.33

Mayo




0.42

Junio




0.50

Julio




0.58

Agosto




0.67

Septiembre



0.75

Octubre




0.83

Noviembre



0.92

Diciembre



1.00

Para los supuestos referidos en el quinto párrafo de este artículo, no se pagará este impuesto a partir del año fiscal siguiente y hasta que, en su caso, deje de estar en dichos supuestos.

ARTICULO 161.- Los contribuyentes pagarán el impuesto a que se refiere este Capítulo durante los tres primeros meses del ejercicio fiscal ante las oficinas autorizadas, salvo que en el Capítulo correspondiente se establezca disposición en contrario.

ARTICULO 161 BIS.- El impuesto se pagará en las oficinas recaudadoras o en las auxiliares autorizadas para tal efecto por la Secretaría, previamente a la autorización del registro, alta del vehículo o se expida el permiso provisional para circulación en traslado, de dicho vehículo.

Los vehículos que circulen con placas de transporte público federal, cuyo domicilio fiscal que el contribuyente tenga registrado ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público se encuentre en el Distrito Federal realizarán el pago del impuesto en cualquiera de los lugares a que hace referencia el párrafo anterior.
	CAPITULO VI

Del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos

ARTICULO 160.- Están obligadas al pago del impuesto establecido en este Capítulo, las personas físicas y las morales, tenedoras o usuarias de los vehículos, a que se refiere el mismo, siempre que el Distrito Federal expida las placas de circulación a dichos vehículos en su jurisdicción territorial.
Para los efectos de este impuesto, se considera que el propietario es tenedor o usuario del vehículo.

Las autoridades competentes solamente registrarán vehículos cuyos propietarios se encuentren domiciliados en el territorio del Distrito Federal.

Son responsables solidarios del pago del impuesto:

I. Quienes por cualquier título, adquieran la propiedad, tenencia o uso del vehículo, hasta por el monto del impuesto que, en su caso, existiera;

II. Quienes reciban en consignación o comisión, para su enajenación, los vehículos a que se refiere este Capítulo, hasta por el monto del impuesto que se hubiese dejado de pagar, y

III. Los servidores públicos que en ejercicio de sus funciones, autoricen altas, bajas, cambio de placas o cambio de propietario, sin cerciorarse del pago del impuesto, relativo a los últimos cinco años o los ejercicios que tenga obligación de pagar de acuerdo a la fecha de alta en el Distrito Federal, cuando esta fecha sea menor a cinco años.
En el caso de robo o pérdida total por accidente de vehículos matriculados en el Distrito Federal se causará la parte proporcional del impuesto anual hasta el mes en que se reporte su baja, conforme a la siguiente:

TABLA:

Mes de Baja
Factor aplicable al impuesto anual

Enero




0.08

Febrero




0.17

Marzo




0.25

Abril




0.33

Mayo




0.42

Junio




0.50

Julio




0.58

Agosto




0.67

Septiembre



0.75

Octubre




0.83

Noviembre



0.92

Diciembre



1.00

Para los supuestos referidos en el quinto párrafo de este artículo, no se pagará este impuesto a partir del año fiscal siguiente y hasta que, en su caso, deje de estar en dichos supuestos.

ARTICULO 161.- Los contribuyentes pagarán el impuesto a que se refiere este Capítulo durante los tres primeros meses del ejercicio fiscal ante las oficinas autorizadas, salvo que en el Capítulo correspondiente se establezca disposición en contrario.

ARTICULO 161 BIS.- El impuesto se pagará en las oficinas recaudadoras o en las auxiliares autorizadas para tal efecto por la Secretaría, previamente a la autorización del registro, alta del vehículo o se expida el permiso provisional para circulación en traslado, de dicho vehículo.

Los vehículos que circulen con placas de transporte público federal, cuyo domicilio fiscal que el contribuyente tenga registrado ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público se encuentre en el Distrito Federal realizarán el pago del impuesto en cualquiera de los lugares a que hace referencia el párrafo anterior.


*Se subrayó la única modificación que sufrió una disposición del Impuesto Estatal Sobre Tenencia Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, del año 2012 al 2013, sin que sea relevante para el presente estudio.
Es decir, el entonces Código Fiscal del Distrito Federal, estableció como hecho imponible el tener o ser usuario de vehículo, siempre que el Distrito Federal hubiera expedido las placas de circulación a dichos vehículos en su jurisdicción territorial

Debe precisarse que a la fecha en que se emitió el acto impugnado –veintiocho de febrero de dos mil diecisiete-, en la Ciudad de México, seguían vigentes las disposiciones correspondientes al Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, tal y como se puede desprender del artículo 160, del Código Fiscal de la Ciudad de México, que se transcribe a continuación:
“CAPITULO VI

Del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos

(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 29 DE DICIEMBRE DE 2016)

ARTICULO 160.- Están obligadas al pago del impuesto establecido en este Capítulo, las personas físicas y las morales, tenedoras o usuarias de los vehículos, a que se refiere el mismo, siempre que la Ciudad de México expida las placas de circulación a dichos vehículos en su jurisdicción territorial.

(REFORMADO, G.O. 30 DE DICIEMBRE DE 2011)

Para los efectos de este impuesto, se considera que el propietario es tenedor o usuario del vehículo.

(REFORMADO, G.O. 29 DE DICIEMBRE DE 2016)

Las autoridades competentes solamente registrarán vehículos cuyos propietarios se encuentren domiciliados en el territorio de la Ciudad de México.

(REFORMADO, G.O. 30 DE DICIEMBRE DE 2011)

Son responsables solidarios del pago del impuesto:

I. Quienes por cualquier título, adquieran la propiedad, tenencia o uso del vehículo, hasta por el monto del impuesto que, en su caso, existiera;

II. Quienes reciban en consignación o comisión, para su enajenación, los vehículos a que se refiere este Capítulo, hasta por el monto del impuesto que se hubiese dejado de pagar, y

(REFORMADA, G.O. 29 DE DICIEMBRE DE 2016)

III. Los servidores públicos que en ejercicio de sus funciones, autoricen altas, bajas, cambio de placas o cambio de propietario, sin cerciorarse del pago del impuesto, relativo a los últimos cinco ejercicios fiscales y el ejercicio en el que se realice el trámite respectivo o los ejercicios que tenga obligación de pagar de acuerdo a la fecha de alta en la Ciudad de México, cuando esta fecha sea menor a cinco años.

(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 29 DE DICIEMBRE DE 2016)

En el caso de robo o pérdida total por accidente de vehículos matriculados en la Ciudad de México se causará la parte proporcional del impuesto anual hasta el mes en que se reporte su baja, conforme a la siguiente:

TABLA:

Mes de Baja


Factor aplicable al impuesto anual

Enero





0.08

Febrero





0.17

Marzo





0.25

Abril





0.33

Mayo





0.42

Junio





0.50

Julio





0.58

Agosto





0.67

Septiembre




0.75

Octubre





0.83

Noviembre




0.92

Diciembre




1.00

(REFORMADO, G.O. 30 DE DICIEMBRE DE 2011)

Para los supuestos referidos en el quinto párrafo de este artículo, no se pagará este impuesto a partir del año fiscal siguiente y hasta que, en su caso, deje de estar en dichos supuestos.”
En ese contexto, en lo referente a San Luis Potosí, en los años 2012 y 2013, en lo relativo al Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, disponían lo siguiente:

	Para el año 2012 

Última reforma publicada en el Periódico Oficial del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, el 20 de diciembre de 2011.*
	Para el año 2013
Última reforma publicada en el Periódico Oficial del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, el 22 de diciembre de 2012.*

	CAPITULO VI

IMPUESTO ESTATAL SOBRE TENENCIA O USO DE VEHICULOS
ARTICULO 36 BIS. Es objeto de este impuesto la tenencia o uso de vehículos, cuando se dé cualquiera de los siguientes supuestos en el territorio del Estado.

I. Se inscriban en el Registro Estatal Vehicular o se obtengan placas de circulación del Estado, de conformidad con las disposiciones aplicables;

II. El domicilio fiscal del tenedor o usuario del vehículo se ubique en el territorio del Estado;

III. En el Estado se expida el permiso provisional para circulación en traslado del vehículo;

IV. Se hayan tramitado placas de transporte público federal ante las autoridades federales competentes radicadas en el Estado, tratándose de vehículos destinados a dicho servicio;

V. Se realice la inspección de seguridad marítima por las autoridades federales competentes, con circunscripción territorial en el Estado, y

VI. Se hayan tramitado los certificados de aeronavegabilidad ante las autoridades federales competentes, con circunscripción territorial en el Estado.

Para efectos de este impuesto, se entiende por vehículos, entre otros, los siguientes: automóviles, camiones, vehículos pick-up, minibuses, midibuses, microbuses, omnibuses, autobuses integrales, tractores no agrícolas tipo quinta rueda, motocicletas, bicimotos, tricimotos, cuatrimotos, motonetas y triciclos con motor, embarcaciones, veleros, esquís acuáticos motorizados, motocicletas acuáticas, tablas de oleaje con motor, aeronaves y, en general, cualquier vehículo impulsado por motores eléctricos, mixtos o híbridos y de combustión interna o con motor accionado por hidrógeno, así como los blindados.

ARTICULO 36 TER. Son sujetos de este impuesto, las personas físicas y morales, tenedoras o usuarias de los vehículos a que se refiere el artículo anterior.

La Federación, el Estado y sus municipios, así como sus organismos y entidades, deberán pagar el Impuesto Sobre Tenencia o Uso de Vehículos que establece este capítulo, con las excepciones que en el mismo se señalan, aún cuando de conformidad con otras leyes o decretos no estén obligados a pagar impuestos locales o estén exentos de ellos.

Para efectos de este impuesto se presume que el propietario es tenedor o usuario del vehículo.

ARTICULO 36 QUATER. El impuesto se causa anualmente a partir del primer día de cada año, debiéndose pagar mediante declaración ante las oficinas y en las formas autorizadas para tal efecto por la Secretaría de Finanzas del Estado, dentro de los tres primeros meses de cada año; salvo tratándose de la adquisición de vehículos nuevos, de vehículos que se importen en definitiva, o de vehículos procedentes de otras entidades federativas que se internen en el territorio del Estado, para circular en éste de manera permanente, supuestos en los que el impuesto se causará a partir de que se dé cualquiera de los hechos señalados, casos en los que el impuesto deberá pagarse dentro de los quince días siguientes a que se materialice el referido supuesto.

En la enajenación o importación de vehículos nuevos de año-modelo posterior al de aplicación de la ley, se pagará el impuesto correspondiente al año de calendario en que se enajene o importe, según corresponda. El impuesto para dichos vehículos se determinará en el siguiente año de calendario bajo el criterio de vehículo usado, considerando el año de adquisición o importación como primer año de antigüedad.

En el caso de que no puedan comprobarse los años de antigüedad del vehículo, el impuesto a que se refiere este capítulo se pagará como si éste fuese nuevo.

Cuando en los casos de vehículos nuevos, vehículos importados definitivamente o de vehículos procedentes de otras entidades federativas que se internen para circular de manera permanente en el territorio del Estado, el impuesto se cause después del primer mes del año de calendario, éste se pagará en la proporción que resulte de aplicar al equivalente del impuesto causado anualmente, el factor que corresponda de acuerdo al mes en que se cause, de conformidad con la siguiente tabla:

Mes en que se causó
Factor aplicable al impuesto anual

febrero

               
0.92

marzo



0.84

abril



0.75

mayo



0.67

junio



0.58

julio



0.50

agosto

               
0.42

septiembre
                
0.33

octubre

                
0.25

noviembre


0.17

diciembre


0.08

Tratándose de tenedores o usuarios de vehículos, cuando tramiten la baja en el Registro Estatal Vehicular, con motivo de robo, siniestro o sea declarado pérdida total, deberán cubrir la parte proporcional del impuesto correspondiente al ejercicio fiscal en que ocurra la baja, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

El impuesto causado en el ejercicio fiscal se multiplicará por el factor que corresponda al mes en que se obtenga la baja en el Registro Estatal Vehicular, de acuerdo con la siguiente tabla, el resultado será el impuesto a pagar.

Mes en que se obtuvo la baja
Factor aplicable al impuesto anual

enero




0.08

febrero


                 
0.17

marzo




0.25

abril




0.33

mayo




0.42

junio




0.50

julio




0.58

agosto


               
0.67

septiembre



0.75

octubre

                       

0.84

noviembre



0.92

diciembre



1.00

Tratándose de los vehículos a que se hace referencia en el penúltimo párrafo anterior, por los que previamente a la obtención de la baja en el Registro Estatal Vehicular se hubiere pagado el impuesto del ejercicio, los sujetos, previo cumplimiento de los requisitos que al efecto establezca la Secretaría de Finanzas del Estado, podrán solicitar la devolución del impuesto pagado en la proporción que corresponda a los meses restantes del año, a partir del mes en que se obtuvo la baja y hasta el término del mismo año, conforme a la siguiente tabla:

Mes en que se obtuvo la baja
                              Factor a aplicarse al impuesto pagado

enero




0.92

febrero


                
0.84

marzo




0.75

abril




0.67

mayo




0.58

junio




0.50

julio




0.42

agosto


               
0.33

septiembre



0.25

octubre


               
0.17

noviembre



0.08

diciembre



0.00

En los casos de vehículos por los que se hubiere obtenido devolución del impuesto conforme al párrafo anterior, sean recuperados o queden en condiciones de circular normalmente en el territorio del Estado, pagarán el impuesto correspondiente al resto del año, dentro de los quince días siguientes a partir de que sean recuperados, queden en condiciones de circular, o sean dados de alta nuevamente en el Registro Estatal Vehicular, lo que ocurra primero.
	CAPITULO VI

IMPUESTO ESTATAL SOBRE TENENCIA O USO DE VEHICULOS
ARTICULO 36 BIS. Es objeto de este impuesto la tenencia o uso de vehículos, cuando se dé cualquiera de los siguientes supuestos en el territorio del Estado.

I. Se inscriban en el Registro Estatal Vehicular o se obtengan placas de circulación del Estado, de conformidad con las disposiciones aplicables;

II. El domicilio fiscal del tenedor o usuario del vehículo se ubique en el territorio del Estado;

III. En el Estado se expida el permiso provisional para circulación en traslado del vehículo;
IV. Se hayan tramitado placas de transporte público federal ante las autoridades federales competentes radicadas en el Estado, tratándose de vehículos destinados a dicho servicio;

V. Se realice la inspección de seguridad marítima por las autoridades federales competentes, con circunscripción territorial en el Estado, y

VI. Se hayan tramitado los certificados de aeronavegabilidad ante las autoridades federales competentes, con circunscripción territorial en el Estado.

Para efectos de este impuesto, se entiende por vehículos, entre otros, los siguientes: automóviles, camiones, vehículos pick-up, minibuses, midibuses, microbuses, omnibuses, autobuses integrales, tractores no agrícolas tipo quinta rueda, motocicletas, bicimotos, tricimotos, cuatrimotos, motonetas y triciclos con motor, embarcaciones, veleros, esquís acuáticos motorizados, motocicletas acuáticas, tablas de oleaje con motor, aeronaves y, en general, cualquier vehículo impulsado por motores eléctricos, mixtos o híbridos y de combustión interna o con motor accionado por hidrógeno, así como los blindados.

ARTICULO 36 TER. Son sujetos de este impuesto, las personas físicas y morales, tenedoras o usuarias de los vehículos a que se refiere el artículo anterior.

La Federación, el Estado y sus municipios, así como sus organismos y entidades, deberán pagar el Impuesto Sobre Tenencia o Uso de Vehículos que establece este capítulo, con las excepciones que en el mismo se señalan, aún cuando de conformidad con otras leyes o decretos no estén obligados a pagar impuestos locales o estén exentos de ellos.

Para efectos de este impuesto se presume que el propietario es tenedor o usuario del vehículo.

ARTICULO 36 QUATER. El impuesto se causa anualmente a partir del primer día de cada año, debiéndose pagar mediante declaración ante las oficinas y en las formas autorizadas para tal efecto por la Secretaría de Finanzas del Estado, dentro de los tres primeros meses de cada año; salvo tratándose de la adquisición de vehículos nuevos, de vehículos que se importen en definitiva, o de vehículos procedentes de otras entidades federativas que se internen en el territorio del Estado, para circular en éste de manera permanente, supuestos en los que el impuesto se causará a partir de que se dé cualquiera de los hechos señalados, casos en los que el impuesto deberá pagarse dentro de los quince días siguientes a que se materialice el referido supuesto.

En la enajenación o importación de vehículos nuevos de año-modelo posterior al de aplicación de la ley, se pagará el impuesto correspondiente al año de calendario en que se enajene o importe, según corresponda. El impuesto para dichos vehículos se determinará en el siguiente año de calendario bajo el criterio de vehículo usado, considerando el año de adquisición o importación como primer año de antigüedad.

En el caso de que no puedan comprobarse los años de antigüedad del vehículo, el impuesto a que se refiere este capítulo se pagará como si éste fuese nuevo.

Cuando en los casos de vehículos nuevos, vehículos importados definitivamente o de vehículos procedentes de otras entidades federativas que se internen para circular de manera permanente en el territorio del Estado, el impuesto se cause después del primer mes del año de calendario, éste se pagará en la proporción que resulte de aplicar al equivalente del impuesto causado anualmente, el factor que corresponda de acuerdo al mes en que se cause, de conformidad con la siguiente tabla:

Mes en que se causó
Factor aplicable al impuesto anual

febrero

                
0.92

marzo



0.84

abril



0.75

mayo



0.67

junio



0.58

julio



0.50

agosto

                   
0.42

septiembre
   

0.33

octubre

                
0.25

noviembre


0.17

diciembre


0.08

Tratándose de tenedores o usuarios de vehículos, cuando tramiten la baja en el Registro Estatal Vehicular, con motivo de robo, siniestro o sea declarado pérdida total, deberán cubrir la parte proporcional del impuesto correspondiente al ejercicio fiscal en que ocurra la baja, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

El impuesto causado en el ejercicio fiscal se multiplicará por el factor que corresponda al mes en que se obtenga la baja en el Registro Estatal Vehicular, de acuerdo con la siguiente tabla, el resultado será el impuesto a pagar.

Mes en que se obtuvo la baja
Factor aplicable al impuesto anual

enero




0.08

febrero

               

0.17

marzo




0.25

abril




0.33

mayo




0.42

junio




0.50

julio




0.58

agosto

                   

0.67

septiembre



0.75

octubre

                      

0.84

noviembre



0.92

diciembre



1.00

Tratándose de los vehículos a que se hace referencia en el penúltimo párrafo anterior, por los que previamente a la obtención de la baja en el Registro Estatal Vehicular se hubiere pagado el impuesto del ejercicio, los sujetos, previo cumplimiento de los requisitos que al efecto establezca la Secretaría de Finanzas del Estado, podrán solicitar la devolución del impuesto pagado en la proporción que corresponda a los meses restantes del año, a partir del mes en que se obtuvo la baja y hasta el término del mismo año, conforme a la siguiente tabla:

Mes en que se obtuvo la baja               
Factor a aplicarse al impuesto pagado

enero




0.92

febrero


               
0.84

marzo




0.75

abril




0.67

mayo




0.58

junio




0.50

julio




0.42

agosto


               
0.33

septiembre



0.25

octubre


               
0.17

noviembre



0.08

diciembre



0.00

En los casos de vehículos por los que se hubiere obtenido devolución del impuesto conforme al párrafo anterior, sean recuperados o queden en condiciones de circular normalmente en el territorio del Estado, pagarán el impuesto correspondiente al resto del año, dentro de los quince días siguientes a partir de que sean recuperados, queden en condiciones de circular, o sean dados de alta nuevamente en el Registro Estatal Vehicular, lo que ocurra primero.


*Como se puede apreciar de una simple lectura, en lo relativo al Impuesto Estatal Sobre Tenencia Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, del año 2012 al 2013, no hubo modificaciones a las normas en estudio.
La Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, en los años en estudio, era categórica en establecer que el objeto –hecho imponible- del Impuesto Estatal Sobre Tenencia Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, era la tenencia o uso de vehículos, cuando se diera cualquiera de los siguientes supuestos en el territorio del Estado:

· Se inscriban en el Registro Estatal Vehicular o se obtengan placas de circulación del Estado, de conformidad con las disposiciones aplicables;

· El domicilio fiscal del tenedor o usuario del vehículo se ubique en el territorio del Estado;

· En el Estado se expida el permiso provisional para circulación en traslado del vehículo;

· Se hayan tramitado placas de transporte público federal ante las autoridades federales competentes radicadas en el Estado, tratándose de vehículos destinados a dicho servicio;

· Se realice la inspección de seguridad marítima por las autoridades federales competentes, con circunscripción territorial en el Estado, y

· Se hayan tramitado los certificados de aeronavegabilidad ante las autoridades federales competentes, con circunscripción territorial en el Estado.
Aquí cabe destacarse -por su importancia para resolver la Litis planteada en este juicio- que el Impuesto Estatal Sobre Tenencia Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, en el Estado de San Luis Potosí, fue derogado a través del Decreto 785, publicado en el Periódico Oficial del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, el 27 de septiembre de 2014
, resultando necesario reproducir tanto el artículo único, como los diversos transitorios que integraron ese decreto:
“ÚNICO. Se DEROGA del Título Segundo el capítulo sexto y los artículos, 36 BIS, 36 TER, 36 QUÁTER, 36 QUINQUE, 36 SEXTIES, 36 SEPTIES, 36 OCTIES y 36 NONIES, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue:

IMPUESTO ESTATAL SOBRE TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS... Se deroga

ARTÍCUL0 36 BIS. Se deroga

ARTÍCULO 36 TER. Se deroga

ARTÍCULO 36 QUATER. Se deroga

ARTÍCULO 36 QUINQUE. Se deroga

ARTÍCULO 36 SEXTlES. Se deroga

ARTÍCULO 36 SEPTIS. Se deroga

ARTÍCULO 36 OCTIES. Se deroga

ARTÍCULO 36 NONIES. Se deroga

TRANSITORIOS

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor el uno de enero de dos mil quince.

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que sean contrarias a lo dispuesto por el presente Decreto.

TERCERO. La derogación del impuesto estatal sobre tenencia o uso de vehículos, no exime el cumplimiento de las obligaciones fiscales de ejercicios anteriores respecto de la contribución derogada, debiendo estar al corriente en el pago de los derechos de control vehicular los sujetos obligados.”
(Énfasis añadido)
De lo trasunto se desprende que se derogó el capítulo Título Segundo, capítulo sexto y los artículos que lo integraban, correspondientes al Impuesto Estatal Sobre Tenencia Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, lo que entró en vigor a partir del primero de enero de dos mil quince. 

Además, el legislador fue categórico en establecer que la derogación de esa contribución, no eximía el cumplimiento de las obligaciones fiscales de ejercicios anteriores respecto del impuesto sobre la tenencia, debiendo estar al corriente en el pago de los derechos de control vehicular los sujetos obligados.
En ese orden de ideas, también es un hecho notorio para este Juzgador, que a partir de la derogación del Impuesto Estatal Sobre Tenencia Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, a partir del 2015, los gobernados únicamente han tenido que hacer el pago de los derechos de control vehicular, aunado al apoyo de asistencia social y la forma de preliquidación de control vehicular, los cuales encuentran su fundamento en los artículos 64, fracción V, 93 y 121 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, los cuales –a partir de la derogación referida y del momento en que se emitió el acto impugnado- disponían lo siguiente:
	LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

ÚLTIMA REFORMA PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL: 27 DE SEPTIEMBRE DE 2014.
	LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

ÚLTIMA REFORMA PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL: 17 DE DICIEMBRE DE 2016.

	“ARTICULO 64. Por los servicios de control vehicular se causarán los derechos que se establecen a continuación en salarios mínimos:

…

V. Dotación de calcomanía anual a vehículos con tarjeta de circulación vigente que debe adquirirse dentro de los tres primeros meses del año:

SERVICIO PÚBLICO
             SERVICIO PARTICULAR

7.0



7.0

…

ARTICULO 93. Todos los derechos previstos en esta Ley se incrementarán en un quince por ciento adicional, cuyo importe se destinará preferentemente a instituciones públicas y privadas, cuyo fin u objeto sea proporcionar servicios de asistencia social, encaminados a la protección y ayuda de personas, familias o grupos en situación vulnerable, sin fines lucrativos, en el entendido de que por lo que respecta a las instituciones privadas además deberán cumplir con los requisitos establecidos por la Ley de Asistencia Social para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. Dicho gravamen no estará sujeto a disminución o condonación, aunque lo fueren los principales sobre los que se aplica. El Ejecutivo informará al Congreso del Estado sobre las sumas recaudadas y su aplicación en las cuentas públicas correspondientes. Es obligación de todas las dependencias que conforman la Administración Pública del Estado, ingresar todas las cantidades que se cobren por este concepto, a la Secretaría de Finanzas.

…

ARTICULO 121. Las formas valoradas y los planos se venderán conforme a la siguiente tarifa expresada en salarios mínimos:

…

V. Juego de formas de preliquidaciones de control vehicular.

1.00”


	ARTICULO 64. Por los servicios de control vehicular se causarán los derechos que se establecen a continuación en función al valor de la UMA vigente:

…

V. Dotación de calcomanía anual a vehículos con tarjeta de circulación vigente que debe adquirirse dentro de los tres primeros meses del año:

Tipo

Servicio

Servicio



público

particular

Servicio

9.9

9.9

…

ARTICULO 93. Todos los derechos previstos en esta Ley se incrementarán a una tasa del veinticinco por ciento, cuyo importe se destinará, preferentemente, a instituciones públicas y privadas, cuyo fin u objeto sea proporcionar servicios de asistencia social, encaminados a la protección y ayuda de personas, familias, o grupos en situación vulnerable, sin fines lucrativos; en el entendido de que por lo que respecta a las instituciones privadas, además deberán cumplir con los requisitos establecidos por la Ley de Asistencia Social para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. Dicho gravamen no estará sujeto a disminución o condonación, aunque lo fueren los principales sobre los que se aplica. El Ejecutivo informará al Congreso del Estado, sobre las sumas recaudadas y su aplicación en las cuentas públicas correspondientes. Es obligación de todas las dependencias que conforman la administración pública del Estado, ingresar todas las cantidades que se cobren por este concepto, a la Secretaría de Finanzas.

…

ARTICULO 121. Las formas valoradas y los planos se venderán conforme a la siguiente tarifa expresada en UMA vigente:

…

V. Juego de formas de preliquidaciones de control vehicular.

1.00”


Del primer artículo transcrito se desprende que por los servicios de control vehicular, entre otros, la dotación de calcomanía anual a vehículos con tarjeta de circulación vigente - que debe adquirirse dentro de los tres primeros meses del año-  se causarían derechos (7 salarios mínimos generales para el Estado, y 9.9 Unidades de Medida y Actualización, respectivamente para los años 2015 y 2017, respectivamente).
El segundo dispositivo legal, señala que todos los derechos previstos en la Ley Hacendaria en estudio, se incrementarán en un -quince o veinticinco- por ciento adicional, cuyo importe se destinará preferentemente a instituciones públicas y privadas, cuyo fin u objeto sea proporcionar servicios de asistencia social, encaminados a la protección y ayuda de personas, familias o grupos en situación vulnerable, sin fines lucrativos.
El último numeral establece que las formas valoradas y los planos, entre ellas, la consistente en un juego de formas de preliquidaciones de control vehicular, se venderán en un salario mínimo o una unidad de medida y actualización.

Establecido lo anterior, del estudio realizado a las disposiciones legales referidas (anteriormente federal, y después las estatales) se desprende que si bien el Impuesto Sobre Tenencia Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, siempre ha tenido como hecho imponible –objeto- la tenencia o uso de vehículos; lo cierto es que a partir del 2012 –cuando se convirtió en una contribución estatal- se le agregaron hipótesis para que se hiciera imponible ese Impuesto, mismas que se condesan a continuación:

	Ciudad de México
	San Luis Potosí

	Siempre que el Distrito Federal expidiera las placas de circulación a los vehículos en su jurisdicción territorial.
	Que los vehículos, se inscriban en el Registro Estatal Vehicular o se obtengan placas de circulación del Estado; o bien, que el domicilio fiscal del tenedor o usuario del vehículo se ubique en el territorio del Estado, o que en éste último se le haya expedido el permiso provisional para circulación en traslado del vehículo.


Es decir, para que el tenedor o usuario del vehículo se hiciera sujeto del Impuesto en estudio, se tenía que dar el supuesto –por lo menos en lo que coinciden- de que las placas de circulación se expidieran ya sean la Ciudad de México, o bien, en San Luis Potosí, siendo esto el hecho imponible. En este último estado, existen más hipótesis, para ser sujeto de la contribución relativa, como lo es la inscripción del Registro Estatal Vehicular, la expedición de un permiso provisional para circulación en traslado del vehículo, o bien que el tenedor/usuario tenga su domicilio fiscal dentro del Estado.
Teniendo como base los dos apartados estudiados anteriormente, es de concluirse que la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, no podía pretender hacer el cobro del Impuesto Estatal Sobre Tenencia o Uso Vehicular correspondiente a los años 2012 y 2013, por el simple hecho de que la accionante no actualizó el hecho imponible de esas contribuciones.
En efecto, si el vehículo ***** *****  marca **** ****** ** ** ** (antes **** **** ** ** **) Línea ****, modelo ****, serie ****************, en los años 2012 y 2013, tenía la placa número *******
 expedida por el Gobierno de la hoy Ciudad de México, al tenedor/usuario del mismo, le correspondía pagar el Impuesto de Tenencia en el Distrito Federal, al actualizarse el hecho imponible contenido en el artículo 160, del entonces Código Fiscal del Distrito Federal –anteriormente transcrito-. Debe destacarse que no existe controversia al respecto, de que el vehículo referido proviene del Distrito Federal, y que la contribución referida, se hizo o pretendió hacer el pago en esa Ciudad, aunado a que la propia enjuiciada, reconoce que realizó consultas con la autoridad correspondiente de esa ciudad, para verificar si efectivamente se había realizado el pago del impuesto de tenencia o uso vehicular en esos años.

Ahora, fue hasta el 7 de octubre de 2016 cuando la hoy impetrante, al hacer el cambio de propietario y de placas, y que el gobierno del estado de San Luis Potosí, le expidió las nuevas placas número ********* y la tarjeta de circulación correspondiente; cuándo se actualizó para ella el hecho imponible contenido en el artículo 36 Bis, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, para el pago del Impuesto Estatal de Tenencia o Uso Vehicular –ya estudiado-; sin embargo, lo cierto, es que a dicha fecha ya se encontraban abrogados los dispositivos legales de esa contribución.
En tal virtud, conviene tener presente el artículo tercero transitorio, del Decreto 785, publicado en el Periódico Oficial del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, el 27 de septiembre de 2014; en el que se estableció que la derogación del impuesto estatal sobre tenencia o uso de vehículos, no eximía el cumplimiento de las obligaciones fiscales de ejercicios anteriores respecto de la contribución derogada; sin embargo, en la especie la accionante no se ubicó en el hecho imponible de esa contribución para los años 2012 y 2013, pues se actualizaba para la Ciudad de México y no así San Luis Potosí; por lo que no tenía ninguna obligación pendiente a cumplimentar.
Por consiguiente, sí la accionante no se ubicó en el hecho imponible establecido en el artículo 36 Bis, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí ni le resulta aplicable el tercero transitorio–abrogado al momento de la emisión del acto impugnado-, para el pago del Impuesto Estatal de Tenencia o Uso Vehicular en este Estado, no es lícita su exigencia, por parte de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí. 
Aunado que a consideración de este Juzgador, sería a la autoridad competente del gobierno de la hoy Ciudad de México, quien en uso de su facultad potestativa, en caso de que considerara que respecto del vehículo ***** *****  marca **** ****** ** ** ** (antes **** **** ** ** **) Línea ****, modelo ****, serie ****************, no realizó el pago del impuesto sobre tenencia o uso vehicular de los años 2012 y 2013; a quién le correspondería determinar y cobrar dichas contribuciones estatales; y no así a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
Lo anterior, se corrobora por las facultades que le corresponden a la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, debiéndose tener presente para ello, los dispositivos legales que la regulan; entre ellos, se destacan los siguientes vigentes al momento de la emisión del acto impugnado (veintiocho de febrero de dos mil diecisiete):

CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTICULO 47.- Son autoridades fiscales:

…

II. El Secretario de Finanzas;

III. El Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas,

…

VI. Los directores de área, subdirectores y delegados fiscales adscritos a la Dirección General de Ingresos;

… 
ARTICULO 48.- Por lo que respecta a las facultades y a la competencia de las autoridades fiscales, se atenderá además de las disposiciones de este Código, a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, al Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, a la Ley Orgánica del Municipio Libre; así como a todas las leyes, reglamentos, convenios y normas fiscales vigentes en el Estado.

ARTICULO 49.- Las autoridades fiscales, sólo podrán hacer aquello para lo cual estén expresamente facultadas en los ordenamientos normativos vigentes, debidamente publicados en el Periódico Oficial del Estado. Sus atribuciones sólo serán delegables en los términos de las disposiciones legales y reglamentarias.

ARTICULO 50.- La administración y la recaudación de los impuestos y demás ingresos propios del Estado y de los municipios, estarán a cargo de las autoridades fiscales de los mismos, con excepción de los casos en que se encomiende expresamente la recaudación de los ingresos a otros organismos o a instituciones de crédito y establecimientos comerciales.
Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí

“Artículo 33. A la Secretaría de Finanzas corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

…

V. Recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; administrar las participaciones federales en los términos de los convenios celebrados, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales;

…”
REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA DE FINANZAS

Artículo 1°. La Secretaría de Finanzas, como Dependencia del Poder Ejecutivo del Estado, tiene a su cargo el despacho de los asuntos que expresamente le encomiendan el Artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y otras leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Gobernador del Estado.

…

Artículo 14. La Dirección General de Ingresos atenderá del despacho de los siguientes asuntos:

…

XIV. Determinar en cantidad liquida las contribuciones y accesorios, así como aprovechamientos a cargo de contribuyentes, como consecuencia del ejercicio de las facultades de comprobación de las disposiciones fiscales;

XV. Ordenar y suscribir el procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivos los créditos fiscales;

XVI. Imponer sanciones por infracciones a los ordenamientos normativos en materia tributaria;

…

Artículo 15. La Dirección de Recaudación y Política Fiscal atenderá el despacho de los siguientes asuntos:

…

XXIII. Determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación, fijarlos en cantidad líquida y cobrarlos e imponer las sanciones administrativas que procedan por infracciones fiscales;

…

Artículo 19. Las Agencias de Cobro atenderán el despacho de los siguientes asuntos:

I. Llevar a cabo la recaudación de las contribuciones y demás ingresos que tenga obligación de cobrar el Estado;
…”

De los artículos trasuntos se desprende que es una autoridad fiscal, la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí (así como diversas unidades administrativas que la componen), la cual se regulara por las disposiciones del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, entre otras.

El artículo 49, del Código Fiscal trasunto, establece que las autoridades fiscales, sólo podrán hacer aquello para lo cual estén expresamente facultadas en los ordenamientos normativos vigentes; siendo categórico el diverso 50, del mismo Código en señalar que le corresponden a dichas autoridades la administración y la recaudación de los impuestos y demás ingresos propios del Estado.
La Ley Orgánica de la de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, establece que a la Secretaría de Finanzas, le corresponde el despacho de entre otros asuntos, el de recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado.
Finalmente, el Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas, en su primer artículo, se estableció categóricamente que le tiene a su cargo el despacho de los asuntos que expresamente le encomiendan el Artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, es decir, recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; contando para ellos, diversas unidades administrativas, que si bien están entre sus funciones la determinación, recaudación e inicio del procedimiento administrativo de ejecución de contribuciones, no puede perderse de vista que serían únicamente la que le corresponden al Estado de San Luis Potosí.

Por lo tanto, si respecto del Impuesto Sobre Tenencia o Uso Vehicular de los años 2012 y 2013, no se actualizó el hecho imponible en San Luis Potosí sino en la hoy Ciudad de México, es evidente que no es una contribución que le corresponda al primero, de ahí que la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, carezca de facultades para su determinación y cobró, como sucedió en el acto impugnado.
No pasa desapercibido para este Juzgador, el que la enjuiciada cuando formuló su contestación de demanda, manifestó que el cobró que pretendió respecto del Impuesto Estatal Sobre Tenencia o Uso Vehicular, fue en virtud de que la actora firmó una responsiva de pagos –visible en la foja 52 de autos- en la que asentó que en caso de que no fueran auténticos los recibos de pago –junto con otro- con números de folios ********* y *********, correspondiente a los ejercicios 2012 y 2013, que amparaban el pago de tenencia y derecho de control vehicular expedidos supuestamente por la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de la Ciudad de México, se comprometía a cubrir el importe de cada uno de ellos con sus accesorios correspondientes; sin embargo, para este Juzgador dicho documento no le otorga la potestad a la autoridad demandada de hacer el cobro de una contribución que le correspondía a la ahora Ciudad de México, pues la impetrante nunca estuvo en el supuesto del hecho imponible para el pago del Impuesto Estatal Sobre la Tenencia para los ejercicios 2012 y 2013.
Además de que el que subscribe, no advierte fundamento alguno que le permitiera a la autoridad demandada expedir y solicitar a un contribuyente que firme una carta “RESPONSIVA DE PAGOS” con la intención de que, en su caso, le enterara una contribución que no le correspondía, como en la especie fue el Impuesto Estatal Sobre Tenencia o Uso Vehicular de los años 2012 y 2013 –a que en dado caso tiene derecho la Ciudad de México, y no así San Luis Potosí-, así como que -se reitera- de conformidad con las disposiciones legales que regulan la actuación de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, no tiene la facultad de pretender el cobro de esas contribuciones.
Lo anterior, no tiene el alcance de que la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, no pueda verificar ante las autoridades correspondientes de la entidad de la que proviene el vehículo la autenticidad de los recibos de pago de impuestos vehiculares de ejercicios anteriores, para poder tramitar el alta en el padrón de vehicular estatal, y que en caso de que no se haya enterado esos impuestos pudiera negar su inscripción, pues eso es una facultad potestativa de ella; lo único que se determina en el caso que se analizó en este fallo, es si la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, tiene la facultad o no de pretender el cobró del impuesto de tenencia de otro estado, a partir de que se volvió una contribución estatal (2012).

Así las cosas, esta Sala concluye que el acto impugnado relativo al cobro por concepto de Impuesto Estatal Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, de los ejercicios 2012 y 2013, respecto de la unidad vehicular que se describen en la cotización con folio ********, expedida con fecha veintiocho de febrero del dos mil diecisiete, se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 95, fracción IV, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luís Potosí, toda vez que la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, no podía pretender hacer el cobro de esas contribuciones; en consecuencia, de conformidad con lo dispuesto por el diverso 96 de la misma ley, se declara su NULIDAD e INVALIDEZ.
A efecto de restituir a la actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, con fundamento en el artículo 97, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, se decreta la ilegalidad del acto impugnado relativo al cobro por concepto de impuesto sobre tenencia o uso de vehículos, relativo a los ejercicios 2012 y 2013, respecto de la unidad vehicular que se describen en la cotización con folio ******** expedida con fecha veintiocho de febrero del dos mil diecisiete, para efectos de que la autoridad demandada emita una nueva cotización en la que se abstenga de pretender el cobro de esas contribuciones –incluidos sus accesorios-, reflejándose únicamente lo correspondiente al año 2017, debiéndole permitir a la impetrante el pago del mismo –cuando pretenda realizarlo- con los beneficios que le resultaban aplicables al momento que pretendió hacer el trámite respectivo, a saber, el veintiocho de febrero de dos mil diecisiete. 
En virtud de las conclusiones alcanzadas, resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 
Sin que pase desapercibido para este Juzgador, que los argumentos de la accionante respecto del Impuesto Estatal Sobre Tenencia o Uso Vehicular correspondiente a los ejercicios 2012 y 2013, son –entre otros- el que ya se caducó las facultades de la autoridad para determinarlo–únicamente sobre el 2012- y que realizó el pago de los mismos, lo que pudiera aparentar que son cuestiones que le irrogarían un mayor beneficio; sin embargo, a consideración de este Juzgador, dado que la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, no podía realizar el cobro de esas contribuciones, existe una imposibilidad para hacer el estudio sobre dichos argumentos, ya que los mismos únicamente podrían ser analizados en caso de que la autoridad competente de la ahora Ciudad de México –donde se causó el impuesto para los años referidos- pretendiera su determinación y entero en caso de que no hubieran sido pagados conforme a derecho, hipótesis que no acontece en el caso.
Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:
"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por tanto, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 99 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que establece en su primer párrafo que las sentencias definitivas dictadas por el Tribunal causan ejecutoria por ministerio de Ley, al no admitir recurso alguno y, con sustento en lo previsto por el segundo párrafo del citado artículo, se previene a la autoridad demandada, para que dentro de los diez días hábiles siguientes al en que reciba el oficio de notificación de la presente sentencia, informe a esta Sala Unitaria sobre su cumplimiento, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la parte actora de lo proveído para su cumplimiento.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, y Transitorio Quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y el Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; así como los artículos 3º fracción I, 18 fracción I, 19 fracciones I y II, 93, 94, 95, fracción IV, 96, 97 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí vigente al momento de la presentación de la demanda, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria resulto competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ y por ende la NULIDAD del acto impugnado relativo al cobro por concepto de impuesto sobre tenencia o uso de vehículos, relativo a los ejercicios 2012 y 2013, respecto de la unidad vehicular que se describen en la cotización con folio ******** expedida con fecha veintiocho de febrero del dos mil diecisiete, emitido por la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; por las razones expuestas y para los efectos precisados en la parte final del Considerando Sexto de este fallo.
TERCERO.- NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE A LA PARTE ACTORA Y POR OFICIO A LA AUTORIDAD DEMANDADA.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� “ARTICULO 69.-…


…


Si al producir en tiempo la contestación de la demanda, la parte demandada no se refiere a todos y cada uno de los hechos de la misma, los omitidos se considerarán presuntivamente ciertos, salvo prueba en contrario.…”





� “ARTICULO 19.- Las Salas del Tribunal son competentes para conocer de los juicios que se promuevan en contra de:


…


II. Las resoluciones definitivas o que pongan fin a un procedimiento, en que se determine una obligación fiscal y cualquier otra que cause un agravio de carácter fiscal, emitidas por las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal o de los municipios del Estado, así como por sus respectivos organismos descentralizados cuando actúen como autoridades;


…”


� En nuestro país las contribuciones pueden ser pagadas en dinero, o bien, en especie, en tanto que el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal no se limita al dinero, sino que genéricamente se refiere a "Contribuir para los gastos públicos ...", para ejemplificar lo anterior, se cita el tercer párrafo del artículo 1°. de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2005, que dispone: "El Ejecutivo Federal informará al Congreso de la Unión de los ingresos pagados en especie o en servicios, por contribuciones, así como, en su caso, el destino de los mismos."


� CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN





“Artículo 5o.-…


Se considera que establecen cargas a los particulares las normas que se refieren al sujeto, objeto, base, tasa o tarifa.


…”





LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ





“ARTICULO 2º… En el primer caso, esta ley precisa las hipótesis de su causación y señala los elementos que integran las contribuciones, a saber: sujeto, objeto, base, tasa o tarifa y época de pago.”


� Localización: [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIII, Junio de 2006; Pág. 963. P./J. 74/2006. Registro No. 174 899


HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO. Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles los tribunales pueden invocar hechos notorios aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. Por hechos notorios deben entenderse, en general, aquellos que por el conocimiento humano se consideran ciertos e indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la historia, a la ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la vida pública actual o a circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de modo que toda persona de ese medio esté en condiciones de saberlo; y desde el punto de vista jurídico, hecho notorio es cualquier acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los miembros de un círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión; de manera que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del conocimiento público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el procedimiento.


Controversia constitucional 24/2005.


� Publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 30 de diciembre de 1977.





“Artículo 1°.- La presente Ley tiene por objeto el control fiscal y el registro de vehículos que se encuentren en territorio nacional.





Artículo 2°.- Para los efectos  de esta Ley son vehículos los automóviles, omnibuses, camiones, tractores no agrícolas tipo quinta rueda, aeronaves y embarcaciones. Se considera dentro del mismo concepto los remolques, semirremolques y chasises.


No quedan comprendidos…


...


Artículo 7°.- Deberán inscribirse en el Registro los vehículos a que se refiere el artículo 2º.


…”





� “Artículo 5o.- Tratándose de automóviles, omnibuses, camiones y tractores no agrícolas tipo quinta rueda, el impuesto se calculará como a continuación se indica:


…


Artículo 11.- En este capítulo se establecen las disposiciones aplicables a las aeronaves, embarcaciones, veleros, esquí acuático motorizado, motocicleta acuática, tabla de oleaje con motor, automóviles eléctricos y motocicleta.


…”





� Misma que entró en vigor el 1° de enero de 1997, tal y como se desprende del Artículo Décimo Octavo Transitorio, fracción I, del Decreto en estudio, que establece: 


“Artículo Décimo Octavo. En relación con las modificaciones a que se refiere el Artículo Décimo Séptimo que antecede, se estará a lo siguiente:


I.	Entrarán en vigor a partir del 1o. de enero de 1996, con excepción de la reforma al artículo 16, la cual entrará en vigor a partir del 1o. de enero de 1997.”





� Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2280-II, jueves 21 de junio de 2007.


� Su derogación obedeció a lo siguiente:





“Exposición de Motivos.





El Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos nace con la necesidad de financiar los juegos olímpicos de 1968, el cual Lo tendrá entendido el Ejecutivo del Estado, lo hará publicar, se ha mantenido hasta nuestros días.





Como es sabido·Ias cargas impositivas se han llegado a considerar como una de las principales fuentes de ingresos propios para los gobiernos, existiendo otras figuras que complementan sus medios de financiamiento, para la satisfacción de las necesidades públicas.





Que es obligación del Estado aplicar medidas de austeridad y políticas que ayuden a contener y utilizar los recursos de forma justa y equitativa; por ello, y como lo precisara el titular del Poder Ejecutivo, que dichas medidas· aplicadas por su Gobierno, así como la aprobación de la reciente reforma fiscal ha provocado que el Estado vaya a recibir más participaciones; estos escenarios generan que dicho gravamen esté en condiciones de derogarlo de la Ley de Hacienda del Estado.





Es de capital importancia resaltar que las condiciones económicas, financieras en las que hoy· se encuentran las finanzas públicas del Estado, resuelve viable derogar el capítulo denominado del "Impuesto Estatal Sobre Tenencia o Uso de Vehículos· de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, ya que sin duda, dicha acción redundará en beneficio de la economía familiar de los potosinos.”


� Lo anterior también se infiere de la documental denominada “CONSULTA AL PADRON VEHICULAR CON RELACION DE PAGOS” –visible en el folio 44 de autos-, que exhibió como prueba la enjuiciada con su contestación de demanda; mismo número de placas que aparece en los recibos números 44900274 y 44900275, que obran agregados en la foja 21 del expediente en que se actúa.





